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RESUMEN 
El presente estudio tiene como finalidad analizar la propuesta de reforma al artículo 8 del Código Procesal 
Penal salvadoreño, la cual fue presentada por el señor Fiscal General de la República a la Asamblea 
Legislativa de El Salvador y tiene como objetivo extender el plazo de detención provisional a 36 meses. 
Para ello, se realizará una sucinta revisión de los instrumentos internacionales y jurisprudencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, que permitan visualizar las implicaciones en los costos 
económicos y el hacinamiento inminente que presentan los centros penitenciarios. Para concluir en la 
necesidad de realizar una evaluación del trabajo institucional en aras de priorizar los derechos humanos 
de las personas detenidas. 
PALABRAS CLAVE 
Detención provisional, principio pro libertatis, derechos humanos, hacinamiento, medidas sustitutivas. 
ABSTRACT 
The aim of this study is to analyze the proposed amendment to article 8 of the Salvadoran Criminal 
Procedure Code, which was presented by the Attorney General of the Republic to the Legislative 
Assembly of El Salvador, and its purpose is to lengthen the term for provisional detention to 36 months. 
To this end, a brief review of the international guidelines and jurisprudence of the Inter-American Court 
of Human Rights will be conducted, which will make it possible to visualize the implications for economic 
costs and the imminent overcrowding in prisons. The overall objective is to encourage the need for an 
assessment on the institutional work done in order to prioritize the human rights of detained people. 
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Introducción 
a detención o internamiento provisional es la medida cautelar aplicable a las personas 
que se les atribuye la comisión de un delito, es decir, la última ratio que tiene el juzgador 
al momento de conocer la causa. La referida institución se encuentra en estudio, a 
partir de una propuesta de reforma presentada por el señor fiscal general de la 
república, la cual consiste en incorporar un inciso tercero y cuarto al artículo 8 del Código 
Procesal Penal de El Salvador, con la finalidad de aumentar la detención provisional de 24 a 
36 meses en el caso de delitos graves complejos. 
La institución en análisis se encuentra regulada en el artículo 13 inciso III de la Constitución 
de El Salvador, la cual debe analizarse a partir del principio pro libertatis, es decir, debe 
interpretarse del modo más favorable para el indiciado (Medellín, 2019, pp. 409-410). 
Tomando como base, en primer lugar, las características de la medida de detención 
provisional y, en segundo lugar, el principio de presunción de inocencia regulado en el 
artículo 11 de la Constitución. Aunado a lo anterior, se fundamenta en el corpus iuris de 
derechos humanos ratificado por el Estado de conformidad al artículo 144 de la Carta Magna. 
Por citar alguno de ellos, el párrafo 1 del artículo 11 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos y el artículo 9 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 
En este sentido, el análisis se realizará desde la visión de los derechos humanos, a partir de 
la normativa nacional, jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y 
datos relacionados al hacinamiento en los centros penitenciarios y el costo económico que 
representa para el Estado salvadoreño la aplicación de la medida de detención provisional.  
La detención provisional en El Salvador 
A nivel jurisprudencial la prisión preventiva o detención provisional es definida de la 
siguiente manera: 
Consiste en la privación de libertad ordenada antes de la existencia de 
sentencia firme por el tribunal competente en contra del o de los imputados, 
basado en el peligro que se fugue ya sea para evitar la realización del juicio  
oral, o bien para evitar la ejecución de la eventual sentencia condenatoria, o 
en el peligro de que vaya a obstaculizar la averiguación de la verdad (El 
Salvador, Cámara Especializada de lo Penal de Santa Tecla, Sentencia Nro. 
780-APE-2018,  23 de octubre de 2018, pp. 4-5). 
En consecuencia, la finalidad de la detención provisional es asegurar las resultas del proceso 
en aras de garantizar la aplicación de este, de conformidad a la legalidad y el respeto de los 
derechos fundamentales reconocidos y garantizados en la Constitución y en los tratados 
L 
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internacionales ratificados por el Estado salvadoreño. Pues bien, es de recordar que la 
finalidad de todo proceso penal radica en averiguar la verdad de los hechos de conformidad 
a los elementos ofrecidos por las partes lo que permitirá brindar una sentencia condenatoria 
o absolutoria. 
Prosiguiendo en nuestro análisis, la detención provisional encuentra su fundamento en el 
artículo 13 inciso I de la Constitución, el cual establece que «ningún órgano gubernamental, 
autoridad o funcionario podrá dictar órdenes de detención o de prisión si no es de 
conformidad a la ley, y estas órdenes deberán ser siempre escritas» (El Salvador, Asamblea 
Constituyente, 1983, decreto Nro. 38). Dicho de otra manera, la detención o prisión debe 
estar amparada en la normativa constitucional y penal, respetando los supuestos establecidos 
para su aplicabilidad, sobre todo tomando en consideración el carácter de excepcionalidad 
que esta institución presenta para el juzgador. 
Por su parte el legislador en el artículo 8 inciso II del Código Procesal Penal vigente, regula 
la institución de la detención provisional como: 
La detención o internamiento provisional que deberán guardar la debida 
proporción a la pena o medida de seguridad que se espera y en ningún caso 
podrán sobrepasar la pena o medidas máximas previstas en la ley, ni exceder 
el plazo de doce meses para los delitos menos graves y de veinticuatro meses 
para los graves, so pena de incurrir en responsabilidad penal. Esta regla no se 
aplicará mientras dure el trámite de extradición en el extranjero (El Salvador, 
Asamblea Legislativa, 1997, decreto Nro. 994). 
A partir de lo antes citado, es de mencionar que el Código Penal salvadoreño regula en su 
artículo 18 que los hechos punibles se dividen en delitos y faltas, en esta ocasión nos 
referiremos a los primeros, los cuales en su inciso segundo son definidos como «aquellos 
delitos que son sancionados con pena de prisión cuyo límite máximo excedan de tres años y 
multa cuyo límite máximo exceda de doscientos días multa» (El Salvador, Asamblea 
Legislativa, 1998, decreto Nro. 1030). Por ejemplo, el delito de homicidio, regulado en el 
artículo 128 del Código Penal, el cual está sancionado con una pena de 15 a 20 años y el 
delito de feminicidio regulado en el artículo 45 de la Ley Especial Integral para una Vida 
Libre de Violencia (LEIV), con una pena de 20 a 35 años de prisión. 
Por su parte, la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de El Salvador 
(Sentencia Nro. 294-2011, 24 de agosto 2012, pp. 6-7) en su jurisprudencia ha señalado los 
parámetros que deben ser observados por los tribunales competentes en cuanto al plazo de 
duración de la detención provisional, los cuales deben ser considerados en su análisis: 1. No 
puede permanecer más allá del tiempo que sea necesario para alcanzar los fines que con ella 
se pretenden; 2. No puede mantenerse cuando el proceso penal para el que se dictó ha 
finalizado; 3. Nunca podrá sobrepasar la duración de la pena de prisión señalada por el 
legislador para el delito atribuido al imputado y que se estima, en principio, es la que podría 
imponerse a este; 4. Tampoco es posible que esta se mantenga una vez superado el límite 
máximo temporal que regula la ley. 
Es decir, la detención provisional es de carácter procesal y cautelar, con la finalidad de 
asegurar las resultas del proceso y garantizar que el Estado decretará la referida medida bajo 
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los parámetros establecidos de conformidad al principio de legalidad y derechos humanos. 
La anterior idea encuentra su sustento en la jurisprudencia de la Sala de lo Constitucional de 
la Honorable Corte Suprema Justicia de El Salvador, la cual señala que: 
Corresponde al legislador a través del Derecho Procesal Penal establecer el 
punto de equilibrio, y señalar los lineamientos básicos para reconocer en qué 
casos los riesgos procesales se orientarán a la vulneración de los derechos 
fundamentales y en qué casos será el Estado quien deberá soportar tales 
riesgos y respetar los derechos del inculpado a ultranza (Sentencia Nro. 28-
2006/33-2006/34-2006/36-2006, 12 de abril de 2007, p. 14). 
En otro orden de ideas, es de citar que el artículo 331 inciso II del Código Procesal Penal 
vigente regula que: 
No procederá la sustitución por otra medida cautelar, en los delitos siguientes: 
homicidio simple, homicidio agravado, secuestro, violación sexual de 
cualquier clase, agresión sexual en menor o incapaz, agresión sexual agravada, 
robo agravado, extorsión, defraudación a la economía pública, delitos 
contemplados en La Ley Reguladora de las Actividades Relativas a las Drogas 
y los delitos contemplados en la Ley contra el lavado de dinero y Activos (El 
Salvador, Asamblea Legislativa, 1997, decreto Nro. 994). 
La disposición citada presenta una clara contradicción con los tratados internacionales y en 
particular con la características de la institución de la detención provisional en el sentido que 
al momento de regularse la prohibición de la aplicación de una medida sustitutiva a la 
detención, se transgrede la excepcionalidad de la misma, pues bien, debe ser para el juzgador 
la última ratio a aplicar de conformidad al principio pro homine y principio libertatis (Comisión 
Interamericana de Derecho Humanos [CIDH], 3 julio 2017, párrs. 1-19). 
Por tanto, el punto de equilibrio en la implementación de la detención provisional debe ser 
la condición de hacinamiento que presentan los centros penitenciarios, los cuales, según 
investigaciones, El Salvador presenta la segunda tasa de personas privadas de libertad per 
cápita más alta del mundo después de Estados Unidos (BBC News Mundo, 2020, bbc.com). 
Lo que debe ser considerado al momento de formular política criminal y reformas al 
ordenamiento jurídico que tengan como finalidad aumentar el período de detención 
provisional y los gastos que se generarán al Estado. 
La detención provisional desde la visión de derechos humanos 
En un primer orden de ideas, debe conceptualizarse la institución en análisis, la cual, 
según la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, es definida como «El periodo de 
privación de libertad de una persona sospechosa de haber cometido un delito, ordenado por 
una autoridad judicial y previa a una sentencia firme» (CIDH, 2013, párr. 37). Es decir, la 
persona se presume inocente pues se encuentra en un proceso judicial, en el cual se debe 
realizar por parte del fiscal la aportación de los medios probatorios, con los cuales se 
pretende establecer la comisión del hecho delictivo del indiciado. 
Por su parte, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, señala que: 
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La prisión preventiva está limitada por los principios de legalidad, presunción 
de inocencia, necesidad y proporcionalidad, indispensables en una sociedad 
democrática. Constituye la medida más severa que se puede imponer al 
imputado, y por ello debe aplicarse excepcionalmente, por ello, la regla debe 
ser la libertad del procesado mientras se resuelve acerca de su responsabilidad 
penal (Corte Interamericana de Derechos Humanos, [Corte IDH], Caso 
López Álvarez vs. Honduras, 1 de febrero de 2006, párr. 67). 
Del mismo modo, la Corte IDH ha expresado que «se podrá ordenar la detención provisional 
de un imputado sólo de manera excepcional y cuando, por ejemplo, no existan otras garantías 
que aseguren su comparecencia en el juicio» (Caso Usón Ramírez vs. Venezuela, 20 de 
noviembre de 2009, párr. 144). Pues bien, es una medida cautelar no punitiva encaminada a 
dar cumplimiento a la pena que se impondrá al indiciario de conformidad a la sentencia 
condenatoria que se pronuncie por el tribunal. 
Sobre este punto, el artículo 15 de la Constitución de El Salvador1, consagra el principio de 
legalidad, el cual tiene una base garantista, en cuanto a la protección que el Estado debe 
asegurar a toda persona que se le atribuye un delito, en aras de aplicarse un proceso penal 
con reglas previamente establecidas en una norma vigente; asimismo, debe concebirse como 
un límite al poder punitivo del Estado para evitar abusos en el ejercicio de este. 
En este orden de ideas, la Corte IDH se ha pronunciado señalando que la persona privada 
de libertad, de conformidad al artículo 5.2 de la Convención Americana sobre los Derechos 
Humanos o Pacto de San José, tiene derecho a que las condiciones de los centros 
penitenciarios de cumplimiento de la detención provisional garanticen los derechos a vivir 
en condiciones adecuadas que garanticen el respeto de su dignidad humana, el derecho a la 
vida y la integridad personal, los cuales son responsabilidad del Estado a partir del principio 
de posición de garante que ostenta (Caso Neira Alegría y otros vs. Perú, 19 de enero de 1995, 
párr. 60). 
Cabe mencionar que el principio de posición de garante del Estado se visualiza como un 
deber hacia la persona detenida y su antítesis son los derechos de estas últimas, los cuales de 
conformidad al ordenamiento jurídico se encuentran regulados en el artículo 9 de la Ley 
Penitenciaria (El Salvador, Asamblea Legislativa, 1998, decreto Nro. 1027). Por su parte las 
personas internas en los centros penitenciarios bajo la figura de la detención provisional 
conservarán sus derechos y facultades constitucionales de conformidad al artículo 10 de la 
ley antes citada.  
El anterior planteamiento nos retrotrae la importancia del artículo 1 de la Constitución, el 
cual establece que el origen y fin del Estado reside en la persona humana (El Salvador, 
Asamblea Constituyente, 1983, decreto Nro. 38); en este contexto, la reforma en análisis no 
debe socavar la garantía de los derechos humanos de las personas acusadas por la comisión 
de un hecho delictivo. 
Por su parte, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, se ha pronunciado sobre la 
relevancia de presentar al indiciado de forma oportuna a los juzgados competentes, con la 
1 Artículo 15 Constitución Política de El Salvador: «Nadie puede ser juzgado sino conforme a leyes promulgadas con anterioridad 
al hecho de que se trate, y por los tribunales que previamente haya establecido la ley». 
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finalidad de conocer la causa que se le atribuye y decretar la legalidad de la privación de 
libertad, de conformidad al artículo 7 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos; además agrega que «no solo debe existir formalmente en la legislación sino que 
debe ser efectiva, esto es, cumplir con el objetivo de obtener sin demora una decisión sobre 
la legalidad del arresto o de la detención» (Corte IDH, Caso Ruano Torres y otros vs. El 
Salvador, 5 de octubre de 2015, párr. 140). 
Lo antes enunciado se adecua a lo establecido en la Constitución salvadoreña en su artículo 
182 ordinal 5, en cuanto a la administración de una pronta y cumplida justicia en favor de la 
ciudadanía (El Salvador, Asamblea Constituyente, 1983, decreto Nro. 38), lo antes 
mencionado consolida la visión humanista de la Carta Magna salvadoreña, que centra su 
origen y fin en la persona humana. En consecuencia, los procesos deben realizarse con 
celeridad evitando la demora en sus etapas procesales, para lo cual se considera necesario 
evaluar las diferentes circunstancias internas como externas que acompañan un proceso sin 
soslayar al indiciado y la víctima que deben recibir una respuesta por parte del órgano judicial 
como parte de su derecho de respuesta y acceso a la justicia. 
Propuesta de reforma al plazo de detención provisional en El Salvador 
El 24 de noviembre de 2020, el fiscal general de la república de El Salvador, doctor 
Raúl Ernesto Melara Morán, presentó a la Asamblea Legislativa de El Salvador, propuesta 
de reformas al Código Procesal Penal, las cuales comprenden treinta y seis artículos del 
cuerpo normativo antes mencionado, pero nos referiremos en particular al artículo 8 al cual 
se adicionan el inciso tercero y cuarto, el cual establece: 
Cuando la tramitación de un proceso para los delitos graves sea compleja, a 
causa de la multiplicidad de los hechos, el elevado número de imputados o de 
víctimas o cuando se trate de la investigación de cualquier forma de 
delincuencia organizada o investigaciones que por su complejidad, impliquen 
multiplicidad de actos de recolección o producción de prueba; el Tribunal a 
solicitud de la Fiscalía General de la República, podrá autorizar por resolución 
fundada la ampliación del plazo de la privación de libertad provisional hasta 
treinta y seis meses. En los casos en que se haya dictado sentencia 
condenatoria, la detención provisional podrá prolongarse durante toda la 
tramitación y resolución de los recursos que contra ella puede interponerse; 
sin embargo, este plazo no podrá superar la pena impuesta (Galdámez, 2021). 
A partir de lo antes apuntado, podemos observar que la propuesta presenta elementos 
importantes que deben considerarse para solicitar la ampliación de veinticuatro a treinta y 
seis meses, los cuales son: debe tratarse de delitos graves con cierto grado de complejidad en 
su tramitación, los que de conformidad al artículo 1 de la Ley contra el Crimen Organizado 
y Delitos de Realización Compleja son aquellos que «cumplen alguna de las circunstancias 
siguientes: que haya sido realizado por dos o más personas, que la acción recaiga sobre dos 
o más víctimas, o que su perpetración provoque alarma o conmoción social» ( El Salvador, 
Asamblea Legislativa, 2006, decreto Nro. 190). 
Aunado a lo anterior, es de señalar que organizaciones sociales consideran que la 
institucionalidad de la Fiscalía General de la República se ha deteriorado y se refleja en los 
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niveles de impunidad que son producto de las investigaciones con carencia de actualización 
a través de pruebas científicas, lo cual a la fecha es una asignatura pendiente. Además, se 
señala que es una institución con una débil capacidad para la investigación del delito. Esto 
incide directamente en la capacidad de atención a la demanda de justicia que tiene la sociedad 
salvadoreña, insuficiencia de recursos para combatir la criminalidad, la corrupción y la 
impunidad (Amaya, 2020, dw.com). Por su parte, el Observatorio para el Fortalecimiento 
Institucional realizó un estudio de la operatividad y eficacia de la Fiscalía General de la 
República, en los años 2013 al 2018 los principales hallazgos se detallan a continuación: 
Tabla 1. Hallazgos en operatividad y eficacia en el trabajo institucional de la Fiscalía General de la República. 
En el período 2013-2018, El Salvador tuvo un promedio general de 11.14 auxiliares fiscales 
por cada 100,000 habitantes, quedando abajo del número mínimo óptimo. 
En el período 2013-2018 se concibieron proyectos y refuerzos presupuestarios para el 
mejoramiento de las sedes desplegadas en el territorio nacional, mas no se planteó la 
creación de nuevas sedes que respondieran a indicies geográficos de criminalidad, 
crecimiento poblacional o carga laboral. 
Por esa razón, en el periodo 2013-2015 se observa una carga mayor, pues coincidieron una 
mayor cantidad de casos iniciados y un menor número de fiscales. La necesidad del 
refuerzo de personal fiscal en aras de reducir los niveles de impunidad directa. 
Los imputados judicializados frente al número de casos judicializados, representan niveles 
de incremento sustancial, lo que impacta directamente el significado de la carga laboral 
judicializada, que no solo se reduce al número de casos que serán diligenciados en el 
sistema judicial, sino que incluye las diligencias que tendrán que ser realizada con los 
imputados en dichos casos. 
El no contar con un porcentaje fijo del presupuesto general de la nación. 
Se evidencia la necesidad de trasladar la investigación e instrucción del proceso penal a 
medios probatorios mucho más objetivos, como la tecnología en la investigación del delito.  
Fuente: Acción Ciudadana (Julio 2020), Operatividad y eficacia de la Fiscalía General de la República. Periodo 2013-2018. 
Observatorio para el Fortalecimiento Institucional. 
Los hallazgos identificados en este estudio parten de un análisis integral de la institución que 
identifica los eslabones que deben ser trabajados a través de una reingeniería tomando como 
punto de partida estos elementos. Pues bien, la carga laboral que presentan los fiscales 
auxiliares no es acorde a sus capacidades y la población que debe ser distribuida por cada 
uno de ellos, en consecuencia, los resultados en la investigación presentan dificultades y se 
vulneran derechos de las víctimas y del agresor, quien se encuentra sujeto a un proceso penal 
y de conformidad a los tratados internacionales, debe recibir una pronta respuesta de su 
condición. 
Un ejemplo de lo antes mencionado se visualizaría: 
Al experimentar incrementos en la cantidad de casos iniciados, pero no en la 
cantidad de fiscales auxiliares, la efectividad de la institución se vería reducida, 
como se observa en el año 2018, cuyo porcentaje de efectividad en el 
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promedio de sentencias condenatorias fue de 17.7%, es decir, 0.7 puntos 
porcentuales por debajo de la efectividad procesal del año 2017 (Acción 
Ciudadana, 2020, p. 186). 
Es decir, la cobertura y la efectividad procesal que están realizando los Fiscales Auxiliares se 
encuentran interrelacionadas, situación que requiere aplicar un diagnostico situacional de la 
violencia que permita identificar el número de casos que se están registrando, el tipo de 
delitos por municipios y departamentos con mayor índice de hechos delictivos y el número 
poblacional de ese departamento, para determinar el número de fiscales auxiliares que son 
necesario para cubrir la demanda y brindar un servicio adecuado en los tiempos establecidos 
sin transgresiones a los derechos humanos. Además, se ha identificado que la excesiva carga 
laboral, la burocracia y carga administrativa para personal fiscal provoca el atraso de las 
diligencias de los casos o el bajo porcentaje de casos judicializados (Acción Ciudadana, 2020, 
págs. 186 y 187). 
Por tanto, el rol que desempeña la institución depende mucho del presupuesto asignado, el 
cual debe ser compatible con la realidad nacional y las necesidades institucionales para dar 
una respuesta ágil y efectiva que permita realizar una investigación adecuada de conformidad 
a la carga laboral de cada funcionario que permita un mayor involucramiento, el cual se refleje 
en los casos judicializados con una sentencia condenatoria (Acción Ciudadana, 2020, p. 125). 
En otro orden de ideas, los datos estadísticos de la Dirección General de Centros Penales, 
hasta diciembre de 2019, determinaban que la situación jurídica de las personas privadas de 
libertad en El Salvador ascendía a un total de 27,960 condenados, lo que representa un 
73.36% y la población procesada representaba un 26.64 %, es decir, un total de 10,154 
(Dirección General de Centros Penales [DGCP], 2019, p. 2). Así mismo, hasta el 28 de 
diciembre de 2020 se reportó una población condenada de 28,102 es decir un 75.56 % y 
24.44 % la población procesada la cual representa a 9,088 reos (DGCP, 2020, p. 2). 
Los datos estadísticos antes mencionados reflejan un elevado número de personas privadas 
de libertad en los centros penitenciarios, esta premisa es respaldada por el informe World 
Prison Brief del Instituto de Investigación de Política Criminal (ICPR) de la Universidad de 
Londres, Reino Unido, el cual señala en que El Salvador, para el año 2018, ocupaba el 
segundo lugar a nivel mundial con mayor cantidad de población en los centros penitenciarios, 
lo que representa un 333.3 % de hacinamiento (Escalante, 2019, elsalvador.com). Cabe 
mencionar que el Estado salvadoreño invierte diariamente por cada persona privada de 
libertad $4.35 según datos de la Dirección General de Centros Penales para el año 2019, 
además, agrega que los costos diarios para la atención de toda la población ascienden a 
$174,000 de los cuales se desglosan $108,000 diarios en el rubro de alimentación, cantidad 
que asciende a $63, 510,000 en un año (Cruz, 2019, elsalvadortimes.com). 
En este mismo orden de ideas, el Instituto de Medicina Legal que se encuentra adscrito a la 
Honorable Corte Suprema de Justicia de El Salvador, invirtió $154.5 millones de dólares de 
los Estados Unidos de Norteamérica; la Fiscalía General de la República, Procuraduría 
General de la República y Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos 
reportaron una inversión de $46.5 millones de dólares, la Policía Nacional Civil $324.9 
millones de dólares y la Fuerza Armada $57.0 millones de dólares. Por tanto, los datos antes 
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mencionados se ven reflejados en el Producto Interno Bruto (PIB) del país el cual asciende 
para este rubro en un 2.3 % (Peñate, 2016, pp. 3, 20-21). 
Además, los costos económicos de la violencia en El Salvador alcanzaron un total de 
aproximadamente $US 2.225 millones (10,9 % del PIB) en 2007, esta es una cifra menor que 
el costo de 11,5 % del PIB reportado en el estudio previo del PNUD correspondiente al año 
2005 (Acevedo, 2008, p. 86). Por tanto, la aplicación preventiva de la pena prisión representa 
un costo a gran escala el cual comprende desde el incremento de personas detenidas en los 
centros penitenciarios bajo situaciones de hacinamiento e insalubridad y sin posibilidad 
alguna de acceder a un tratamiento penitenciario al encontrarse en vilo su situación jurídica; 
el factor criminógeno característico de la prisión y que puede impulsar a una posterior carrera 
criminal, entre otros los cuales deben asimilarse en conjunción con la capacidad institucional 
(Martínez, 2011, p.6). 
Conclusión 
La propuesta de ampliación del plazo de la detención provisional debe ser analizada 
a partir de lo estipulado en la Constitución, Tratados Internacionales ratificados por El 
Salvador, política criminal y los Derechos Humanos. En el sentido que el principio de 
presunción de inocencia reconocido en el artículo 12 de la Constitución y 9 de la Declaración 
de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, debe priorizarse un proceso ágil sin dilaciones 
y tomar en consideración la aplicabilidad de medidas sustitutivas a la detención provisional 
que se encuentran reguladas en el Código Procesal Penal. 
Pues bien, el Estado salvadoreño al momento de realizar reformas a los cuerpos legales debe 
tomar en consideración las observaciones realizadas por el Comité de los Derechos 
Humanos, el cual ha señalado que es obligación del Estado:
Mejorar las condiciones de reclusión y reducir el hacinamiento de los centros 
de detención, en particular mediante la promoción de alternativas a la 
privación de libertad, y asegurar que la detención provisional sea excepcional, 
razonable, necesaria en toda circunstancia y lo más breve posible, incluido 
para adolescentes en conflicto con la ley (Comité de Derechos Humanos 
[CCPR], 2018, párr. 30). 
Por tanto, se reitera que la propuesta de ampliar el plazo de 24 a 36 meses de la detención 
provisional debe analizarse desde la visión de derechos humanos y política criminal; pues 
bien, su incorporación en el ordenamiento jurídico permeara en las condiciones de los 
centros penitenciarios agravando la situación de hacinamiento. Es de traer a colación el 
pronunciamiento de la honorable Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, 
de El Salvador la cual solicitó a las instituciones competentes analizar alternativas orientadas 
al cese del mismo, tomando como basamento el principio de trato humano y posición de 
garante del Estado en favor de las personas detenidas de forma provisional (Sentencia Nro. 
119-2014, 27 de mayo de 2016. pp. 30-32). 
De tal manera que se considera oportuno sean retomados los hallazgos identificados en el 
estudio citado con la finalidad de solicitar un aumento presupuestario que sea acorde a las 
necesidades institucionales y permita realizar una reingeniería adecuada que responda a los 
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intereses de la población en la búsqueda de la verdad. Por ello, se considera importante el 
rol de la Fiscalía General de la República en la investigación del delito, pero para ello deben 
ampliarse las sedes fiscales y el personal, lo cual permitirá tener mayor cobertura y debe 
brindarse equipamiento tecnológico que permita realizar una investigación de conformidad 
a los nuevos requerimientos y avances tecnológicos. 
Referencias bibliográficas  
Acción Ciudadana  
(2020). Perfil de la Fiscalía General de la República 2013-2018: Oportunidades y retos. Observatorio para 
el Fortalecimiento Institucional. Recuperado de https://accion-ciuda dana.org/informes-ofi/. 
(2020). Operatividad y eficacia de la Fiscalía General de la República. Periodo 2013-2018. Recuperado 
de https://accion-ciudadana.org/wp-content/uploads/2020/07/Informe.-Operatividad-y-
eficacia-de-la-FGR.-Periodo-2013-2018.-Accion-Ciudadana.-2020.pdf. 
Acevedo, C. (2008). Los Costos Económicos de la Violencia en El Salvador, Ediciones Universidad de 
Salamanca. Universidad de Salamanca (50), 71-88. Recuperado de 
https://www.researchgate.net/ 
publication/28295003_Los_costos_economicos_de_la_violencia_en_El_Salvador. 
Amaya, A. (2020). El Salvador: Claves para combatir la impunidad. Deutsche Welle (DW). Recuperado de 
https://www.dw.com/es/el-salva dor-claves-para-combatir-la-impuni dad/a-54938903. 
BBC News Mundo (29 abril 2020). Cárceles de El Salvador: Las imágenes de las hacinadas prisiones 
donde el distanciamiento social contra el coronavirus es imposible. BBC News Mundo. 
Recuperado de https://www.bbc.com/mundo/noticias-america-latina-52472226. 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos: 
(2013). Informe sobre el uso de la prisión preventiva en las Américas. Recuperado de 
http://www.oas.org/es/cidh/pp l/informes/pdfS/informe-pp-2013-es.pdf. 
(2017). Informe sobre medidas dirigidas a reducir el uso de la prisión preventiva en las Américas. 
Recuperado de http://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/PrisionPreventiva.pdf. 
Comité de Derechos Humanos. (2018). Observaciones finales sobre el séptimo informe periódico de El Salvador. 
Recuperado de https:// www.refworld.org.es/pdfid/5af484d84.pdf. 
Corte Interamericana de Derechos Humanos: 
(1 de febrero de 2006). Caso López Álvarez vs. Honduras. Sentencia de fondo, reparaciones y 
costas. 
(19 de enero de 1995). Caso Neira Alegría y otros vs. Perú. Sentencia de fondo. 
(20 de noviembre de 2009). Caso Usón Ramírez vs. Venezuela. Sentencia de excepción 
preliminar, fondo, reparaciones y costas. 
(5 de octubre de 2015). Caso Ruano Torres y otros vs. El Salvador. Sentencia de fondo, 
reparaciones y costas. 
Propuesta de reforma para la ampliación de la detención provisional en El Salvador | Emma Muñoz Zepeda 
42 
 
Cruz, O. (08 de marzo de 2019). Se gastan $174 mil diarios para mantener a todos los presos del 






Dirección General de Centros Penales: 
(2019). Estadística Penitenciaria al 31 de diciembre de 2019. Recuperado de http://www.dgcp. 
gob.sv/wp-content/uploads/2020 /01/ESTADISTICA_GENERAL_31-12-19.pdf. 
(2020). Estadística Penitenciaria al 28 de diciembre de 2020. Recuperado de http://www.dgcp. 
gob.sv/wp-content/uploads/2021/ 01/ESTADISTICA_GENERAL_28-12-2020.pdf. 
El Salvador:
Asamblea Constituyente (1983). Decreto No. 38, Constitución Política de El Salvador.  
Asamblea Legislativa (1997). Decreto No. 1030, Código Penal de El Salvador. 
Asamblea Legislativa (1998). Decreto No. 1027, Ley Penitenciaria de El Salvador. 
Asamblea Legislativa (2006). Decreto No. 190, Ley Contra el Crimen Organizado y Delitos de 
Realización Compleja. 
Asamblea Legislativa (2009). Decreto No. 733, Código Procesal Penal de El Salvador. 
Asamblea Legislativa (2011). Decreto No. 520, Ley Especial Integral para una Vida Libre de 
Violencia para las Mujeres. 
Asamblea Legislativa (2015). Decreto No. 924, Ley Reguladora del Uso de Medios de Vigilancia 
Electrónica en Materia Penal. 
El Salvador: 
Cámara Especializada de lo Penal (23 de octubre de 2018). Sentencia Nro. 780-APE-2018. 
Recuperado de https://www.jurisprudencia.gob.sv/DocumentosBoveda/D/1/2010-
2019/2018/10/DEBF8.PDF. 
Sala de lo Constitucional. Corte Suprema de Justicia (24 de agosto de 2012). Sentencia Nro. 
294-2011. Recuperado de https://www.juris 
prudencia.gob.sv/DocumentosBoveda/D/1/2010-2019/2012/08/9D 01A.PDF. 
Sala de lo Constitucional. Corte Suprema de Justicia (12 de abril de 2007). Sentencia Nro. 28-
2006/33-2006/34-2006/36-2006.Recuperado de https://www.jurisprudencia.gob. 
sv/DocumentosBoveda/D/1/2000-2009/2007/04/2BE8.PDF. 
Sala de lo Constitucional. Corte Suprema de Justicia (27 de mayo 2016). Sentencia Nro. 119-
2014 ac. Recuperado de https://www.juris prudencia.gob.sv/VisorMLX/PDF/119-
2014AC.PDF. 
CUADERNO JURÍDICO Y POLÍTICO   |Vol. 7 Nro. 17. Enero-junio de 2021 
43 
 
Escalante, D. (15 de agosto de 2019). El Salvador entre países con más reos por número de 
habitantes. El Salvador.com. Recuperado de 
https://historico.elsalvador.com/historico/630856/el-salvador-entre-paises-con-mas-reos-
por-numero-de-habitantes.html. 
Francia, Asamblea Nacional Constituyente (1789). Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano. 
Galdámez, M, (27 de enero de 2021), Unidad de Acceso a la información pública, resolución UAIP-
AL-6811-2021-MM. 
Jaitman, L. (2017). Los costos del crimen y de la violencia: nueva evidencia y hallazgos en América Latina y el 
Caribe. Recuperado de https:// publications.iadb.org/publications/spanish/document/Los-
costos-del-crimen-y-de-la-violencia-nueva-evi dencia-y-hallazgos-en-Am%C3%A 9rica-
Latina-y-el-Caribe-(Resume n-ejecutivo).pdf. 
Martínez, M, (2011). La detención provisional y su entendimiento constitucional: Algunas reflexiones sobre el viejo 




 Medellín, X. (2019). Principio pro persona: Una revisión crítica desde el derecho internacional de 
los derechos humanos. Estudios Constitucionales. Universidad de Talca, 17 (1), 397-440. 
Recuperado de https://scielo. conicyt.cl/pdf/estconst/v17n1/0718-5200-estconst-17-01-
397.pdf. 
Organización de las Naciones Unidas: 
(1948). Declaración Universal de Derechos Humanos, Nueva York. 
(1966). Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, Nueva York. 
Peñate, M., Mendoza, K., Quintanilla, J. y Alvarado, C. (2016). Estimación del Costo Económico 
de la Violencia en El Salvador 2014. Recuperado de  
https://www.bcr.gob.sv/bcrsite/uploaded/content/category/494397239.pdf. 
 
CUADERNO JURÍDICO Y POLÍTICO, CJP, es una revista académica 
semestral del Instituto Centroamericano de Estudios Jurídicos y 
Políticos, ICEJP-UPOLI. CJP es un espacio abierto y plural en el que 
convergen las voces de actoras y actores del Estado, la sociedad civil 
organizada y la academia nacional y regional, mediante la publicación 
de los trabajos que estos actores nos envían.
